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:
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: 
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Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 

Improcedencia del principio de condición más beneficiosa frente al tránsito de legislación del artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 797/03 que modificó dicho artículo, con relación a la concesión de la pensión de invalidez. En otras palabras, la norma aplicable es la que rige al momento de estructurarse la pensión de invalidez
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0064
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los quince (15) días del mes de octubre del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro y quince minutos de la tarde (04:15 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor JOSÉ ARGELIO LONDOÑO JARAMILLO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 02 de junio de 2009 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA
1. Pretensiones:


Que se condene al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a favor del señor José Argelio Londoño Jaramillo, la pensión de invalidez con su respectivo retroactivo desde el 01 de junio de 2003, en aplicación del Artículo 39 de la Ley 100 de 1993, los intereses de mora, costas del proceso y agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que nació el 28 de mayo de 1944; que el 01 de junio de 2003 fue calificado por LA JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, con una pérdida de capacidad laboral de 76.20% de origen común.
Que en virtud del dictamen anterior, solicitó a la entidad accionada el reconocimiento de la pensión de invalidez, solicitud que le fue negada mediante Resolución N° 05569 de 2008, por acreditar tan sólo 12 semanas durante el año anterior a la fecha de estructuración de la invalidez.
Aduce que debe dársele aplicación al Principio de la Condición más Beneficiosa, para poder aplicar el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, que exigía tan sólo 26 semanas de cotización en el año inmediatamente anterior al estado de invalidez, exigencia con la cual cumple, por lo tanto tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez con base en esa disposición, por se más favorable a sus pedimentos.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que no son ciertos la mayoría de los hechos relatados en la demanda. Se opuso expresamente a las pretensiones de La demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADAS”, “PRESCRIPCIÓN”, “IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE INTERESES DE MORA” e “IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS”.
III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió acceder a las pretensiones de la demanda impetrada por el señor JOSÉ ARGELIO LONDOÑO JARAMILLO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y condenar en costas a la parte demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que al momento de la estructuración el estado de invalidez del demandante, la norma que estaba vigente era la Ley 797 de 2003, norma que a su vez, fue declarada inexequible mediante sentencia C-1056 de 2003, por lo tanto, al ser retirada del ordenamiento jurídico, recobraba vigencia el artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, bajo el cual cumple con los requisitos allí establecidos, esto es, con mas 26 semanas reportadas dentro del año inmediatamente anterior al estado de invalidez, por tratarse de un cotizante inactivo. 
IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandada  presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado manifestando que no es correcta la inferencia adoptada por la a-quo, en el sentido de aplicar la Ley 100 de 1993 en su texto original para acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez del demandante, porque la norma a tener en cuenta es la que se encuentre vigente al momento de estructurarse el estado de invalidez, que en el presente caso lo fue el 01 de junio de 2003, calenda para la que no se había declarado aún la inexequibilidad de la Ley 797 de 2003, por lo tanto, debía aplicarse ella en su integridad, norma dentro de la cual el demandante no cumple con los requisitos allí exigidos para acceder al reconocimiento de la prestación deprecada.
V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

a. ¿Cuál es la norma legal que rige la situación particular del actor, si éste logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión de invalidez deprecada, o en caso contrario es procedente, en aplicación de la Condición más Beneficiosa reconocerle tal beneficio en virtud de la norma inmediatamente anterior?
Es indudable que la norma aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es la que se encuentre vigente al momento de la estructuración del hecho incapacitante, sin embargo, cuando bajo esas disposiciones no se alcanzan a cumplir todos los requisitos para obtener la gracia pensional, esa regla general cede para dar aplicación al Principio de la Condición más Beneficiosa, que no es otra cosa que aplicar las disposiciones anteriores para conceder la pensión.

La fecha de estructuración de la invalidez en el presente caso se estableció que era 01 de junio de 2003  (fl. 14),  por lo tanto, la legislación aplicable para el reconocimiento de la pensión deprecada, es la consagrada en la Ley 100 de 1993, pero con las modificaciones introducidas por la Ley 797 de 2003 – vigente para la fecha de estructuración de la invalidez-, que en el artículo 11 establecía los siguientes requisitos para acceder a la pensión de invalidez:

“ARTÍCULO 11. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE INVALIDEZ. Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado 50 semanas en los últimos tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del 25% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma.

PARÁGRAFO. Los menores de 20 años de edad solo deberán acreditar que han cotizado 26 semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria”.
El requisito relacionado con el estado de invalidez se encuentra plenamente acreditado con el documento visible a folio 14, adosado con la demanda y emitido por la entidad demandada, donde consta una pérdida de la capacidad laboral del 76.20%  de origen no profesional, con fecha de estructuración el 01 de junio de 2003.

Ahora bien, en lo concerniente con la densidad de cotizaciones se colige que entre el 01 de junio de 2003 -fecha de estructuración de la invalidez-  y el 01 de junio de 2000 -3 años anteriores a la estructuración de la invalidez-, el señor Londoño Jaramillo cotizó un total de 38.571428 semanas, tal y como se desprende del contenido de la historia laboral visible a folios 10 y s.s., guarismo que resulta inferior al exigido, lo que a todas luces indica que no es posible acceder a la pensión de invalidez deprecada, siendo innecesario referirse al requisito de fidelidad al sistema –aclarando que el mismo fue retirado del ordenamiento jurídico mediante sentencia C-428/09
-.
Y se insiste que esta – la ley 797 de 2003- es la norma bajo la cual debe analizarse el caso particular del actor, porque contrario a lo entendido por la funcionaria de primera instancia, para el 01 de junio de 2003 – cuando se estructuró el estado de invalidez de Londoño Jaramillo-,  dicho precepto se encontraba en plena vigencia, toda vez que, como acertadamente ella lo manifestó, la declaratoria de inexequibilidad realizada mediante Sentencia C-1056/03, lo fue el 11 de noviembre de esa anualidad, es decir, en una fecha posterior a la estructuración del estado incapacitante, lo que indica que los efectos de tal declaratoria sólo se aplican a los eventos que se presenten con posterioridad a dicha declaración, salvo que el mismo Tribunal Constitucional determine lo contrario en la misma providencia - Artículo 45 de la Ley 270 de 1996-
., tema que ya fue materia de pronunciamiento por esa misma Corporación
: 
“(…) 

Para resolver la controversia planteada debe precisarse, en primera medida, que de conformidad con el artículo 45 de la Ley 270 de 1996 - Estatutaria de Administración de Justicia, las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control tienen efectos hacia futuro, a menos que la Corte resuelva lo contrario. En el caso bajo estudio, se tiene que la sentencia C-1056 de 2003 no estableció ningún efecto particular en cuanto a la vigencia de la decisión, por lo que se aplica la regla general antes expuesta. De esta forma, la pérdida de eficacia del artículo 11 de la Ley 797 de 2003 opera desde el 11 de noviembre de ese año, momento desde el cual es retirada del ordenamiento y, como consecuencia propia de los efectos de la cosa juzgada constitucional, no puede ser reproducida por ninguna autoridad del Estado. (Negrillas para resaltar)
(…) “
Así las cosas y teniendo en cuenta que la Corte Constitucional en la sentencia C-1056/03 no dispuso que la misma tuviera un efecto retroactivo, puede colegirse que tal declaratoria no afecta al señor José Argelio Londoño, de donde se colige que la norma que regula su situación particular era la Ley 797 de 2003 y, como se indicó precedentemente, bajo ella no cumple los requisitos para acceder al beneficio pensional.
Ahora bien, se había anotado que cuando bajo las directrices de una norma no se alcanzaban a acreditar la totalidad de los requisitos exigidos para obtener un derecho, se podía acudir al Principio de la Condición más Beneficiosa, para buscar la consecución del mismo bajo una norma anterior -tal y como lo peticiona el actor- , sin embargo, en el caso de marras no se podrá acceder a tal beneficio, porque lo que se depreca es dejar a un lado los preceptos de la Ley 797 de 2003, para aplicar lo consagrado en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, porque la aplicación de dicho principio como ya ha tenido la oportunidad de explicar en innumerables ocasiones esta Sala de Decisión
, es viable cuando se pretende acudir a un régimen anterior al vigente, más no a una norma anterior dentro del mismo régimen pensional, como lo pretende el promotor del presente litigio. 
De acuerdo con lo anterior, la aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa sería procedente si se buscara la aplicación de las normas que hacen parte del régimen anterior al establecido con la Ley 100 de 1993, esto es, del Acuerdo 049 de 1990, bajo el cual, para acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez de origen común, se exigía al declarado invalido, haber cotizado 150 semanas dentro de los 6 años anteriores al estado de invalidez o 300 en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez
; en el caso de marras, la estructuración del estado de invalidez del señor José Argelio Londoño – se itera-, lo fue el 01 de junio de 2003, partiendo de esa fecha y contabilizando 6 años hacia atrás, y con base en la historia laboral que reposa a folios 42 y s.s., se tiene que hasta el 01 de junio de 1997 -6 años anteriores al estado de invalidez- el actor sólo reporta un total de 128.28571 semanas de cotización, asimismo se observa en la citada historia laboral que no se registran cotizaciones con anterioridad al ciclo de junio de 1997, por lo que las cotizaciones efectuadas en cualquier época con anterioridad al estado invalidante, corresponden al guarismo citado, con lo cual se colige que tampoco bajo ese régimen el actor tendría derecho al reconocimiento de su pensión de invalidez.

En conclusión, la ley dispuesta para analizar el reconocimiento de la pensión de invalidez del señor Londoño Jaramillo, no es otra que el artículo 11 de la Ley 797 de 2003, vigente para el momento de la estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del actor, bajo el cual se itera, no cumple con la totalidad de los requisitos allí consagrados, por lo que se debe revocar la decisión de primer grado, absolviendo de las pretensiones incoadas por el señor Londoño Jaramillo a la entidad demandada.
La condena en costas de ambas instancias, a cargo de la parte demandante.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República de Colombia y por Autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 02 de junio de 2009, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor JOSÉ ARGELIO LONDOÑO JARAMILLO, contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

SEGUNDO.- En consecuencia, DENEGAR las pretensiones de la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO.- CONDENAR en costas a la parte demandante en ambas instancias. Liquídense por Secretaría

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.
No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� Corte Constitucional. Sentencia del 1° de julio de 2009. M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� ARTICULO 45. REGLAS SOBRE LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS EN DESARROLLO DEL CONTROL JUDICIAL DE CONSTITUCIONALIDAD. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario.


� Corte Constitucional. Sentencia T-043 del 01 de Febrero de 2007. M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño.
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� Artículo 6°, Literal b) del Acuerdo 049 de 1990.





